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INTRODUCCIÓN

			El Plan de Estudios del Grado en Relaciones Laborales y Recursos Humanos de la Universidad de Alicante aprobado en el mes de marzo de 2012 configura a la asignatura «Trabajo y protección social del no nacional en España» como una materia obligatoria de tercer curso con una carga lectiva de seis créditos ECTS. Con la finalidad de contar con unos materiales que permitan al alumno conocer suficientemente la materia y preparar de modo adecuado y ordenado su estudio, se ha escrito este manual docente que se nutre de las aportaciones en forma de «apuntes» de los profesores que han impartido a lo largo de este tiempo la asignatura. Por eso, el lector no encontrará cita bibliográfica alguna, aunque sí notas jurisprudenciales que, convenientemente incorporadas, han contribuido a darle un mayor empaque y rigor a tal material preliminar. El carácter básico que se le ha querido imprimir a este manual hace, no obstante, que pueda resultar insuficiente para todo aquel estudiante u operador jurídico que desee un conocimiento más profundo sobre la materia. Con todo, no es ocioso recordar que lo que aquí se explica puede ser perfectamente complementado con otras monografías o artículos doctrinales de excelente calidad y que son fácilmente accesibles hoy en día.

			Con el firme propósito, pues, de que este libro se convierta en una referencia para todos aquellos estudiantes que quieran entender de una forma más adecuada los diferentes aspectos del trabajo y de la protección social del no nacional en España, la fórmula por la que se ha optado para estructurar todos los temas parte de una base eminentemente didáctica. De esta forma, cada tema se encuentra desglosado convenientemente en epígrafes, claros y concisos, que se encuentran rigurosamente plasmados en un sumario inicial. Tras éste, se desarrolla la exposición del tema de forma, como se ha dicho, pedagógica, primando la explicación accesible y formativa y, cuando ha sido posible, incorporando ejemplos que permitan una mejor comprensión de una materia tan compleja como es ésta. Tras ello, en fin, se han programado una serie de actividades para afianzar los conocimientos adquiridos, básicamente, un cuestionario compuesto por una batería de preguntas tipo test y una relación de supuestos prácticos con los que fomentar el uso y consulta de los textos legales y que permitan al alumno identificar la evidente conexión entre lo explicado y la realidad.

			A partir de estas consideraciones, el tratamiento de la materia aparece ordenado en dos grandes bloques. Así, de un lado, los temas primero y segundo tratan todo lo referente a la entrada, estancia, residencia, trabajo y derechos de Seguridad Social de los ciudadanos europeos en España. De otro, los temas tercero, cuarto, quinto y sexto hacen referencia al estatuto jurídico de los ciudadanos nacionales de terceros Estados en el país. De este modo, el tema tercero tiene por objeto el estudio de las distintas autorizaciones administrativas que se regulan en la Ley Orgánica de Extranjería y en el Reglamento de Extranjería. El tema cuarto aborda la cuestión de las infracciones y sanciones, prestando especial atención a la sanción de la expulsión. El tema quinto, por su parte, ahonda en la cuestión de los derechos que asisten a los nacionales de terceros países en España, distinguiendo según cuál sea su situación administrativa en el país. Finalmente, el último tema, que resulta complementario al anterior, se destina al estudio, siempre complejo y controvertido, de cuáles son los derechos de Seguridad Social y de asistencia sanitaria de los que pueden disponer los ciudadanos de terceros países.

			Como se ha dicho antes, en fin, este manual proviene de las aportaciones de los profesores que han estado o seguimos estando implicados en la docencia de la asignatura. A ellos les tengo que mostrar mi agradecimiento por su colaboración, así como a la editorial Tecnos por la confianza y el apoyo demostrado.

			CAROLINA BLASCO JOVER

			Profesora Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social

			Universidad de Alicante

			En Alicante, a 10 de enero de 2020

		

	
		
			TEMA 1

			
LA LIBERTAD DE CIRCULACIÓN, RESIDENCIA Y TRABAJO DE LOS CIUDADANOS MIEMBROS DE LA UNIÓN EUROPEA

			CAROLINA BLASCO JOVER

			Profesora Titular del Departamento de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social
Universidad de Alicante

			SUMARIO: I. MARCO NORMATIVO. II. LOS TITULARES DEL DERECHO A LA LIBRE CIRCULACIÓN, RESIDENCIA Y TRABAJO. III. LA ENTRADA Y SALIDA DE TERRITORIO NACIONAL. 1. Entrada en España. 2. Salida de España. IV. LAS SITUACIONES DE ESTANCIA Y RESIDENCIA. 1. Estancia inferior a tres meses. 2. Residencia superior a tres meses. A) Ciudadanos europeos. B) Familiares del ciudadano europeo no europeo ni pertenecientes al Espacio Económico Europeo cuando le acompañen o se reúnan con él. 3. Residencia de carácter permanente. V. LOS LÍMITES O EXCEPCIONES A LA LIBRE CIRCULACIÓN. VI. EL DERECHO AL EJERCICIO DE ACTIVIDAD PROFESIONAL. VII. CUESTIONARIO. VIII. CASO PRÁCTICO.

			
I. MARCO NORMATIVO

			De conformidad con los artículos 9 TUE y 20 TFUE, será ciudadano de la Unión toda persona que tenga la nacionalidad de un Estado miembro, añadiéndose esta ciudadanía europea a la ciudadanía nacional sin sustituirla. Nos hallamos ante un concepto esencial para comprender la materia. Y es que, tomando como punto de partida esta ciudadanía europea, se ha construido un espacio, un mercado único, con supresión de las fronteras interiores donde los nacionales de cualquiera de los países de la Unión1 están equiparados en derechos en cualquier parte del territorio europeo, de modo que cuando, por ejemplo, quieran trabajar o lo estén haciendo ya en un país europeo distinto al de su nacionalidad se aproximen lo más posible en derechos a los que disfrutan los trabajadores que sean nacionales de ese país.

			En consecuencia, todos los ciudadanos europeos, en virtud de esta ciudadanía de la Unión, poseen una misma tabla de derechos. Entre ellos, pueden citarse los siguientes:

			a) El derecho a acceder a los documentos del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión, con arreglo a determinadas condiciones (art. 15.3 TFUE).

			b) El derecho a la protección de datos de carácter personal (art. 16 TFUE).

			c) El derecho a la prohibición de toda discriminación por razón de nacionalidad (art. 18 TFUE).

			d) El derecho a circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros (art. 21 TFUE).

			e) El derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones al Parlamento Europeo y en las elecciones municipales del Estado miembro en el que residan en las mismas condiciones que los nacionales de dicho Estado (art. 22 TFUE).

			f) El derecho a acogerse, en el territorio de un tercer país (Estado no perteneciente a la Unión Europea) en el que no está representado el Estado miembro del que sean nacionales, a la protección de las autoridades diplomáticas y consulares de cualquier Estado miembro en las mismas condiciones que los nacionales de dicho Estado (art. 23 TFUE).

			g) El derecho de petición al Parlamento Europeo y de dirigirse al Defensor del Pueblo Europeo elegido por el Parlamento Europeo y facultado para recibir las reclamaciones relativas a casos de mala administración en la acción de las instituciones y órganos de la Unión (art. 24.2 y 3 TFUE).

			h) El derecho a dirigirse por escrito a cualquiera de las instituciones u organismos de la Unión en una de las lenguas de los Estados miembros y a recibir una contestación en esa misma lengua (art. 24.4 TFUE).

			Particular atención debe prestarse al artículo 45 TFUE, que dispone que la libre circulación de los trabajadores supondrá la abolición de toda discriminación por razón de la nacionalidad entre los trabajadores de los Estados miembros con respecto al empleo, la retribución y las demás condiciones de trabajo e implicará, además, el ejercicio de los siguientes derechos:

			a) Responder a ofertas efectivas de trabajo. El intercambio de ofertas y demandas de trabajo debe darse a escala comunitaria, de manera que la información sobre las mismas fluya por encima de las fronteras de los diversos Estados, suprimiéndose todos los obstáculos que lo impidan.

			b) Desplazarse libremente para este fin en el territorio de los Estados miembros.

			c) Residir en uno de los Estados miembros con objeto de ejercer en él un empleo, de conformidad con las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas aplicables al empleo de los trabajadores nacionales. En este sentido, las condiciones de empleabilidad establecidas para los extranjeros europeos (especialmente, retribución y despido) no deben ser distintas de las dispuestas para los nacionales del Estado de acogida.

			d) Permanecer en el territorio de un Estado miembro después de haber ejercido en él un empleo en las condiciones previstas en los Reglamentos establecidos por la Comisión.

			Al hilo de ello, el artículo 46 TFUE dispone que el Parlamento Europeo y el Consejo adoptarán, mediante directivas o reglamentos, las medidas necesarias a fin de hacer efectiva la libre circulación de los trabajadores, tal y como queda definida en el mencionado artículo 45. De esta forma, la norma encargada de cumplir esta labor ha sido la Directiva 2004/38/CE sobre el derecho de los ciudadanos de la UE y de sus familias a circular y residir libremente en el territorio de la UE2, que se encarga de ofrecer una regulación general sobre el derecho de los ciudadanos de la Unión y los miembros de sus familias a circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros. Particularmente, regula el derecho de entrada y salida del territorio de un Estado miembro, el derecho de residencia de los ciudadanos de la Unión y de los miembros de su familia y los trámites administrativos que deben realizar ante las autoridades de los Estados miembros. Asimismo, regula el derecho de residencia permanente y, finalmente, establece limitaciones a los derechos de entrada y de residencia por razones de orden público, seguridad o salud pública.

			Resumidamente, y en atención a esta Directiva3, los ciudadanos de la Unión que posean un documento de identidad o un pasaporte válido tienen derecho a:

			a) Entrar en otro país de la UE sin necesitar un visado de salida o de entrada. Los miembros de sus familias que no sean ciudadanos de un país de la UE no necesitan un visado de salida o de entrada si tienen una tarjeta de residencia válida.

			b) Vivir en otro país de la UE durante un período máximo de tres meses sin estar sometidos a condiciones ni formalidades.

			c) Vivir en otro país de la UE durante un período superior a tres meses bajo determinadas condiciones, en función de su situación en el país de acogida. Incluso, se puede requerir el registro como residente ante las autoridades locales para obtener un documento que confirme su derecho a permanecer en el territorio.

			d) Residir de forma permanente si llevan viviendo legalmente en otro país de la UE durante un período de cinco años consecutivos. Esto también se aplica a los miembros de su familia.

			e) Ser tratados en igualdad de condiciones con respecto a los nacionales del país de acogida. Sin embargo, las autoridades de dicho país no están obligadas a conceder beneficios a los ciudadanos de la UE que no trabajen a cambio de una remuneración durante los tres primeros meses de la estancia.

			Por lo demás, los miembros de la familia que sean parientes directos de un ciudadano de la UE pueden tener derecho, en determinadas condiciones, a seguir viviendo en el país de que se trate incluso si el propio pariente fallece o deja el país. Y, de igual modo, los ciudadanos de la UE o los miembros de su familia podrían ser expulsados si se comportaran de tal forma que amenazasen seriamente un interés fundamental de la sociedad.

			Esta Directiva ha sido traspuesta al ordenamiento español por el RD 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada y permanencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo4. Esta norma, a los sujetos a quienes se aplica, les confiere el derecho a entrar, salir, circular y residir libremente en territorio español, previo el cumplimiento de las formalidades previstas por la norma y sin perjuicio de las limitaciones establecidas en ella, el derecho a acceder a cualquier actividad, tanto por cuenta ajena como por cuenta propia, prestación de servicios o estudios en las mismas condiciones que los españoles y el derecho a la igualdad de trato respecto de los ciudadanos españoles. En las páginas que siguen se analizan los pormenores de este Real Decreto.

			
II. LOS TITULARES DEL DERECHO A LA LIBRE CIRCULACIÓN, RESIDENCIA Y TRABAJO

			En los artículos 1 y 2 RD 240/2007 aparece definido el ámbito de aplicación personal de la norma. De esta forma, se aplicará, en primer lugar, a los ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de los Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (Noruega, Islandia y Liechtenstein). También se aplicará a los ciudadanos de Suiza, en virtud del Acuerdo sobre la libre circulación de personas firmado entre la Comunidad Europea y sus Estados miembros, por una parte, y la Confederación Suiza, por otra, de 21 de junio de 1999. E, igualmente, se aplicará a los ciudadanos de terceros países que hubieran celebrado con la UE un acuerdo equivalente en esta materia.

			En cuanto a los familiares de estos sujetos, la norma resulta de aplicación, cualquiera que sea su nacionalidad, al cónyuge, pareja de hecho, ascendientes y descendientes de aquéllos cuando los acompañen o se reúnan con ellos5. De esta forma y por lo que atañe al cónyuge6, no debe haber recaído acuerdo o declaración de nulidad del vínculo matrimonial o divorcio. Algo similar se requiere para la pareja de hecho pues, en este caso, se exige, en primer lugar, que esta unión análoga a la conyugal esté inscrita en un registro público establecido a esos efectos en un Estado miembro de la Unión Europea o en un Estado parte en el Espacio Económico Europeo o Suiza y que en dicho Estado se impida la posibilidad de dos registros simultáneos y, en segundo lugar, que no se haya cancelado dicha inscripción, lo que deberá ser suficientemente acreditado.

			Por lo que se refiere a los descendientes, la norma es clara al no extender sus disposiciones a cualquier descendiente. Sólo se aplicará a los directos (hijos) del ciudadano europeo o de su cónyuge o pareja registrada, siempre que no haya recaído acuerdo o declaración de nulidad del vínculo matrimonial, divorcio o se haya cancelado la inscripción registral de pareja, que sean menores de veintiún años, o bien mayores de dicha edad que vivan a su cargo o incapaces. Finalmente, la norma también se aplica a los ascendientes directos del ciudadano europeo (padres) y a los de su cónyuge o pareja registrada (suegros) que vivan a su cargo, siempre que —se reitera— no haya recaído acuerdo o declaración de nulidad del vínculo matrimonial, divorcio o se haya cancelado la inscripción registral de pareja.

			Más allá de estos casos, el artículo 2 bis RD 240/2007 permite solicitar la aplicación de las disposiciones previstas en la norma para otros miembros de la familia de un ciudadano de un Estado miembro de la Unión Europea o de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo. Estos posibles sujetos beneficiarios son los siguientes. De un lado, los miembros de su familia, cualquiera que sea su nacionalidad y no mencionados anteriormente (por ejemplo, un sobrino), que le acompañen o se reúnan con él y acrediten de forma fehaciente en el momento de la solicitud que se encuentran en alguna de las siguientes circunstancias: que, en el país de procedencia, estén a su cargo o vivan con él (debe demostrarse fehacientemente una convivencia continuada de veinticuatro meses en el país de procedencia) o que, por motivos graves de salud o de discapacidad, sea estrictamente necesario que el ciudadano de la Unión se haga cargo del cuidado personal del miembro de la familia. En todo caso, habrá de valorarse el grado de dependencia financiera o física, el grado de parentesco con el ciudadano europeo y, en su caso, la gravedad de la enfermedad o discapacidad que haga necesario su cuidado personal o el tiempo de convivencia previo.

			De otro lado, también se podrá solicitar la extensión de las disposiciones del Real Decreto a la pareja de hecho no inscrita, esto es, con la que el ciudadano europeo mantenga una relación estable debidamente probada. En este sentido, se considerará que se trata de una pareja estable aquella que acredite la existencia de un vínculo duradero. Y, en todo caso, se entenderá la existencia de este vínculo si se acredita un tiempo de convivencia marital de, al menos, un año continuado, salvo que tuvieran descendencia en común, pues aquí bastará la acreditación de convivencia estable debidamente probada.

			
III. LA ENTRADA Y SALIDA DE TERRITORIO NACIONAL

			
1. ENTRADA EN ESPAÑA


			El ciudadano de otro país europeo que pretenda entrar en España sólo necesitará poseer el pasaporte o documento de identidad válido y en vigor y en el que conste su nacionalidad7. Mayores formalidades se requieren para los miembros de su familia que no tengan nacionalidad europea o no formen parte del EEE. De esta forma, necesitarán de pasaporte válido y en vigor y del correspondiente visado de entrada cuando así lo disponga el Reglamento UE n.º 1806/2018, de 14 de noviembre de 2018, por el que se establece la lista de terceros países cuyos nacionales están sometidos a la obligación de visado para cruzar las fronteras exteriores y la lista de terceros países cuyos nacionales están exentos de esa obligación. Ello no obstante, la posesión de la tarjeta de residencia de familiar de ciudadano de la Unión, válida y en vigor, expedida por otro Estado miembro, eximirá a dichos miembros de la familia de la obligación de obtener el visado de entrada.

			Con todo, y para facilitar aún más la libre circulación de personas, se prevé que cuando el ciudadano europeo o su familiar no dispongan de los correspondientes documentos de viaje necesarios para la entrada en territorio español o, en su caso, del visado, las autoridades responsables del control fronterizo darán las máximas facilidades para que puedan obtener o recibir en un plazo razonable los documentos necesarios, o para que se pueda confirmar o probar por otros medios que son beneficiarios del ámbito de aplicación del RD 240/2007. Ello siempre en el bien entendido que la ausencia del documento de viaje sea el único motivo que impida la entrada en territorio español.

			
2. SALIDA DE ESPAÑA


			La salida de España se ejerce como derecho pleno presentando el pasaporte o documento de identidad en vigor a los funcionarios del control fronterizo si se efectúa por un puesto habilitado y ello es algo que rige tanto para el ciudadano europeo como para el miembro de su familia. Habrá que tener en cuenta, esto no obstante, los supuestos legales de prohibición de salida por razones de seguridad nacional o de salud pública que más adelante se comentarán, o los previstos a estos efectos en el Código Penal.

			
IV. LAS SITUACIONES DE ESTANCIA Y DE RESIDENCIA

			
1. ESTANCIA INFERIOR A TRES MESES


			El ciudadano europeo requerirá de la posesión de pasaporte o documento de identidad en vigor para permanecer en España por tiempo inferior a tres meses. Lo mismo será de aplicación para los miembros de su familia que lo acompañen o se reúnan con él y que no sean europeos o no formen parte del EEE. Con todo, es importante conocer que no se computará dicha permanencia a los efectos de la situación de residencia y que, según dispone el artículo 24.2 Directiva 2004/38/CE, durante estos tres meses los Estados quedan exonerados de conceder prestaciones de asistencia social8 o ayudas de manutención consistentes en becas o préstamos de estudios, incluidos los de formación profesional a personas que no sean trabajadores por cuenta ajena o propia, personas que mantengan dicho estatuto o miembros de sus familias, evitándose así que estos sujetos se conviertan en una carga para el Estado.

			
2. RESIDENCIA SUPERIOR A TRES MESES


			A) Ciudadanos europeos

			El ciudadano europeo tendrá derecho a residir en España por tiempo superior a tres meses si se encuentra en alguna de las situaciones que señala el artículo 7 RD 240/20079. En primer lugar, si es un trabajador por cuenta ajena10 o por cuenta propia11 en España. A estos efectos, el ciudadano de la Unión Europea o de otro Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo que ya no ejerza ninguna actividad por cuenta ajena o por cuenta propia mantendrá la condición de trabajador por cuenta ajena o por cuenta propia en los siguientes casos:

			a) Si sufre una incapacidad temporal resultante de una enfermedad o accidente.

			b) Si, habiendo quedado en paro involuntario debidamente acreditado, tras haber estado empleado durante más de un año, se ha inscrito en el servicio de empleo competente con el fin de encontrar un trabajo.

			c) Si, habiendo quedado en paro involuntario debidamente acreditado tras concluir un contrato de trabajo de duración determinada inferior a un año o habiendo quedado en paro involuntario durante los primeros doce meses12, se ha inscrito en el servicio de empleo competente con el fin de encontrar un trabajo. En este caso, la condición de trabajador se mantendrá durante un período que no podrá ser inferior a seis meses.

			d) Si sigue una formación profesional que guarde relación con su empleo previo.

			En segundo lugar, el ciudadano europeo también podrá residir en España por tiempo superior a tres meses si dispone, para sí y los miembros de su familia, de recursos suficientes para no convertirse en una carga para la asistencia social en España durante su período de residencia13, así como de un seguro de enfermedad14 que cubra todos los riesgos en España de sí mismo y de sus familiares15. En tercer lugar, en fin, el ciudadano también podrá residir si está matriculado en un centro público o privado con la finalidad principal de cursar estudios y cuenta con un seguro de enfermedad que cubre todos los riesgos en España16 y garantiza a la autoridad nacional competente que posee recursos suficientes para sí y los miembros de su familia para no convertirse en una carga para la asistencia social del Estado español durante su período de residencia17.

			En todos los supuestos, se debe solicitar ante la Oficina de Extranjería de la provincia donde se pretenda permanecer o fijar la residencia o, en su defecto, ante la Comisaría de Policía correspondiente, la inscripción en el Registro Central de Extranjeros en el plazo de tres meses contados desde la fecha de entrada en España. Junto a la solicitud de inscripción, debe presentarse el pasaporte o documento nacional de identidad válido y en vigor del solicitante, así como la documentación acreditativa del cumplimiento de los requisitos exigibles para la inscripción. Cumplidos los requisitos, se expedirá de forma inmediata un certificado de registro en el que constará el nombre, nacionalidad y domicilio de la persona registrada, su número de identidad de extranjero y la fecha de registro.

			B) Familiares del ciudadano europeo no europeos ni pertenecientes al Espacio Económico Europeo cuando le acompañen o se reúnan con él

			Los miembros de la familia que acompañen o se reúnan con un ciudadano europeo también tienen derecho de igual modo a residir durante más de tres meses en España. A estos efectos, la formalidad que se les requiere es la de solicitar y obtener una «tarjeta de residencia de familiar de ciudadano de la Unión». Este documento debe solicitarse ante la Oficina de Extranjería de la provincia donde el interesado pretenda permanecer o fijar su residencia o, en su defecto, ante la Comisaría de Policía correspondiente, en el plazo de tres meses desde la fecha de entrada en España. Se expedirá dentro del plazo de los tres meses siguientes a la presentación de la solicitud, lo que supone que a estos sujetos se les dispensa un trato menos favorable que a los ciudadanos europeos, que dispondrán de su certificado de registro de forma inmediata, como se ha visto. Además, junto con la solicitud de la tarjeta, el familiar deberá presentar una serie de documentos que acrediten el vínculo familiar o la dependencia económica respecto del ciudadano europeo18.

			Mientras se resuelve el procedimiento, se le expedirá al interesado de forma inmediata un resguardo acreditativo de la presentación de la solicitud de la tarjeta, que será suficiente para acreditar su situación de estancia legal hasta la entrega del documento oficial y definitivo. La resolución favorable tendrá efectos retroactivos, entendiéndose vigente la situación de residencia desde la fecha acreditada de entrada en España. La tarjeta, en fin, tendrá una validez de cinco años a partir de la fecha de su expedición o por el período previsto de residencia del ciudadano de la Unión o de un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, si dicho período fuera inferior a cinco años.

			El Real Decreto, por lo demás, contempla la situación en que pueda mantenerse a título personal el derecho de residencia de los miembros de la familia en caso de fallecimiento, salida de España, nulidad del vínculo matrimonial, divorcio, separación legal o cancelación de la inscripción como pareja registrada, en relación con el titular del derecho de residencia. De este modo, por regla general, cuando sucediera cualquiera de las contingencias enunciadas, se mantendrá el derecho de residencia de los familiares a título personal. Ahora bien, ello no obstante, la norma recoge una serie de diferencias según el familiar haya adquirido o no la nacionalidad de uno de los Estados miembros de la UE o del EEE.

			Así, de un lado, el fallecimiento del ciudadano de un Estado miembro de la Unión Europea o de un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, su salida de España, o la nulidad del vínculo matrimonial, divorcio, separación legal o cancelación de la inscripción como pareja registrada, no afectará al derecho de residencia de los miembros de su familia ciudadanos de uno de dichos Estados. No obstante, y de otro lado, el fallecimiento del ciudadano de un Estado miembro de la Unión Europea o de un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, en el caso de miembros de la familia que no sean ciudadanos de uno de dichos Estados, tampoco afectará a su derecho de residencia, siempre y cuando éstos hayan residido en España, en calidad de miembros de la familia, antes del fallecimiento del titular del derecho. Contempla la norma igualmente que, en este supuesto, los familiares tendrán obligación de comunicar el fallecimiento a las autoridades competentes.

			Tampoco la salida de España o el fallecimiento del ciudadano de un Estado miembro de la Unión Europea o de un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo supondrá la pérdida del derecho de residencia de sus hijos ni del progenitor que tenga atribuida la custodia efectiva de éstos, con independencia de su nacionalidad. Pero ello siempre que dichos hijos residan en España y se encuentren matriculados en un centro de enseñanza para cursar estudios hasta su finalización.

			Por último, en el caso de nulidad del vínculo matrimonial, divorcio o cancelación de la inscripción como pareja registrada, de un nacional europeo con un nacional no europeo, éste tendrá obligación de comunicar dicha circunstancia a las autoridades competentes. Para conservar el derecho de residencia, deberá acreditarse uno de los siguientes supuestos:

			a) Duración de, al menos, tres años del matrimonio o situación de pareja registrada, hasta el inicio del procedimiento judicial de nulidad del matrimonio, divorcio o de la cancelación de la inscripción como pareja registrada, de los cuales deberá acreditarse que al menos uno de los años ha transcurrido en España.

			b) Otorgamiento por mutuo acuerdo o decisión judicial de la custodia de los hijos del ciudadano comunitario al excónyuge o expareja registrada que no sea ciudadano europeo.

			c) Existencia de circunstancias especialmente difíciles como: 1.º Haber sido víctima de violencia de género durante el matrimonio o la situación de pareja registrada, circunstancia que se considerará acreditada de manera provisional cuando exista una orden de protección a su favor o informe del Ministerio Fiscal en el que se indique la existencia de indicios de violencia de género, y con carácter definitivo cuando haya recaído resolución judicial de la que se deduzca que se han producido las circunstancias alegadas. 2.º Haber sido sometido a trata de seres humanos por su cónyuge o pareja durante el matrimonio o la situación de pareja registrada, circunstancia que se considerará acreditada de manera provisional cuando exista un proceso judicial en el que el cónyuge o pareja tenga la condición de imputado y su familiar la de posible víctima, y con carácter definitivo cuando haya recaído resolución judicial de la que se deduzca que se han producido las circunstancias alegadas.

			d) Resolución judicial o mutuo acuerdo entre las partes que determine el derecho de visita, al hijo menor, del excónyuge o expareja registrada que no sea ciudadano europeo, cuando dicho menor resida en España y dicha resolución o acuerdo se encuentre vigente.

			
3. RESIDENCIA DE CARÁCTER PERMANENTE


			Son titulares del derecho a residir con carácter permanente los ciudadanos europeos y los miembros de la familia con independencia de su nacionalidad que hayan residido legalmente en España durante un período continuado de cinco años. A estos efectos, la Oficina de Extranjería de la provincia donde el ciudadano europeo tenga su residencia o, en su defecto, la Comisaría de Policía correspondiente expedirá, con la mayor brevedad posible y tras verificar la duración de la residencia, un certificado del derecho a residir con carácter permanente.

			Para el caso de los familiares no europeos, se prevé un régimen distinto, más prolongado en el tiempo. Así, el artículo 11.1 RD 240/2007 contempla que las autoridades competentes les expedirán una tarjeta de residencia permanente en el plazo de tres meses contados desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el registro del órgano competente para su tramitación. Tal solicitud deberá presentarse en el modelo oficial establecido al efecto durante el mes anterior a la caducidad de la tarjeta de residencia, pudiendo también presentarse dentro de los tres meses posteriores a dicha fecha de caducidad sin perjuicio de la sanción administrativa que corresponda. La tarjeta que se expida será renovable automáticamente cada diez años.

			En otro orden de ideas, la regla general de la residencia en España por cinco años se exceptúa en determinados supuestos a los que se les concede un trato más favorable por las circunstancias que en ellos acontecen. De esta forma, el artículo 10.2 RD 240/2007 dispone que también tendrán derecho a la residencia permanente, antes de que finalice el período de cinco años, las personas en las que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

			a) El trabajador por cuenta propia o ajena que, en el momento en que cese su actividad, haya alcanzado la edad prevista en la legislación española para acceder a la jubilación con derecho a pensión, siempre y cuando haya ejercido su actividad en España durante, al menos, los últimos doce meses y haya residido en España de forma continuada durante más de tres años.

			b) El trabajador por cuenta ajena que se jubile de forma anticipada, siempre y cuando haya ejercido su actividad en España durante, al menos, los últimos doce meses y haya residido en España de forma continuada durante más de tres años.

			c) El trabajador por cuenta propia o ajena que haya cesado en el desempeño de su actividad como consecuencia de una incapacidad permanente, habiendo residido19 en España durante más de dos años sin interrupción. Con todo, no será necesario acreditar tiempo alguno de residencia si la incapacidad resultara de accidente de trabajo o de enfermedad profesional que dé derecho a una pensión de la que sea responsable, total o parcialmente, un organismo del Estado español.

			d) El trabajador por cuenta propia o ajena que, después de tres años consecutivos de actividad y de residencia continuadas en territorio español desempeñe su actividad, por cuenta propia o ajena, en otro Estado miembro y mantenga su residencia en España, regresando al territorio español diariamente o, al menos, una vez por semana. A los exclusivos efectos del derecho de residencia, la norma prevé que los períodos de actividad ejercidos en otro Estado miembro de la Unión Europea se considerarán cumplidos en España20.

			Por lo que atañe a los familiares del trabajador por cuenta propia o ajena que residan con él en España tendrán, con independencia de su nacionalidad, derecho de residencia permanente cuando el propio trabajador haya adquirido para sí el derecho de residencia permanente por hallarse incluido en alguna de las circunstancias anteriores. A estos efectos, se les expedirá una tarjeta de residencia permanente de familiar de ciudadano de la Unión. Para el supuesto de que el ciudadano europeo falleciese en el curso de su vida activa, con anterioridad a la adquisición del derecho de residencia permanente en España, la norma prevé una garantía para los miembros de su familia que hubieran residido con él en el territorio nacional. Así, tendrán derecho a la residencia permanente siempre y cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

			a) Que el titular del derecho a residir en territorio español hubiera residido, de forma continuada en España, en la fecha del fallecimiento durante, al menos, dos años.

			b) Que el fallecimiento se haya debido a accidente de trabajo o enfermedad profesional.

			c) Que el cónyuge supérstite fuera ciudadano español y hubiera perdido la nacionalidad española como consecuencia del matrimonio con el fallecido.

			El Real Decreto, en fin, prevé la pérdida del derecho de residencia permanente si su titular se ausenta del territorio español durante más de dos años consecutivos.

			
V. LOS LÍMITES O EXCEPCIONES A LA LIBRE CIRCULACIÓN

			Con fundamento en la Directiva 2004/38/CE, relativa al derecho de los ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias a circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros, el artículo 15 RD 240/200721 establece que, cuando así lo impongan razones de orden público, de seguridad pública o de salud pública22, se podrá adoptar alguna de las medidas que se enumeran a continuación en relación con los ciudadanos europeos o, incluso, con los miembros de su familia no europeos o no pertenecientes al EEE. Así, impedir la entrada en España, denegar la inscripción en el Registro Central de Extranjeros o la expedición o renovación de las tarjetas de residencia o, al límite, ordenar la expulsión o devolución del territorio español23, si existen motivos graves de orden público o seguridad pública.

			Con todo, la adopción de cualquiera de las medidas relacionadas no es arbitraria; antes al contrario, pues deberá cumplir con una serie de condicionantes. Así, habrá de sujetarse a la legislación reguladora del orden público y la seguridad pública y a las disposiciones reglamentarias vigentes en la materia, podrá ser revocada de oficio o a instancia de parte cuando desaparezcan las razones que motivaron su adopción y, cuando se adopte por razones de orden público o de seguridad pública, deberá estar fundada en la conducta personal de quien sea objeto de aquéllas, que, en todo caso, deberá constituir una amenaza real, actual y suficientemente grave que afecte a un interés fundamental de la sociedad.

			En relación con las personas que hayan sido objeto de una decisión de prohibición de entrada en España, la norma prevé que podrán presentar una solicitud de levantamiento de la misma en un plazo razonable que será determinado por la Autoridad competente en función de las circunstancias concurrentes y que constará en la resolución por la que se determine la prohibición de entrada24. La solicitud de levantamiento de la prohibición de entrada deberá contener los motivos que demuestren un cambio material de las circunstancias que justificaron la prohibición de entrada. Las autoridades nacionales deberán resolver en un plazo máximo de tres meses a partir de la presentación de la solicitud y, hasta que se resuelva, el afectado no podrá entrar en España.

			Por lo que atañe a la posibilidad de expulsión de los residentes permanentes, esta medida únicamente podrá adoptarse si existen motivos graves de orden público o seguridad pública. Además, deberá tenerse en cuenta la duración de la residencia e integración social y cultural del interesado en España, su edad, estado de salud, situación familiar y económica y la importancia de los vínculos con su país de origen. Particularmente, no podrán ser consideradas como causa de expulsión ni la caducidad del pasaporte o documento de identidad, ni el incumplimiento de la obligación de solicitar tarjeta de residencia o certificado de inscripción.

			Además, siguiendo con el marcado carácter garantista de la norma, se prevé que, en los casos en los que una resolución de expulsión vaya a ejecutarse más de dos años después de haberse dictado, las autoridades competentes deberán comprobar y valorar posibles cambios de circunstancias que pudieran haberse producido desde el momento en el que se adoptó la decisión de expulsión, así como la realidad de la amenaza que el interesado representa para el orden público o la seguridad pública.

			Por lo demás, tratándose de ciudadanos europeos, la decisión de expulsión no podrá adoptarse si hubieran residido en España durante los diez años anteriores o si fueran menores de edad, salvo, en este caso, si la repatriación fuera conforme al interés superior del menor. Con todo, en estos supuestos, se podrá adoptar la medida de expulsión si existieran motivos imperiosos de seguridad pública. Completa a esta previsión la contenida en el artículo 9 bis RD 240/2007, que dispone que no podrá adoptarse una medida de expulsión contra ciudadanos europeos o miembros de su familia si son trabajadores por cuenta ajena o por cuenta propia o han entrado en territorio español para buscar trabajo, en cuyo caso, no podrán ser expulsados mientras puedan demostrar que siguen buscando empleo y tienen posibilidades reales de ser contratados. Ello no obstante y de nuevo, esta medida sí que podrá ser adoptada si concurren razones de orden público, seguridad o salud públicas.

			
VI. EL DERECHO AL EJERCICIO DE ACTIVIDAD PROFESIONAL

			En concordancia con lo dispuesto en el artículo 45 TFUE, el artículo 3 RD 240/2007 dispone, como se dijo, que las personas incluidas en su ámbito de aplicación tendrán derecho a acceder a cualquier actividad, tanto por cuenta ajena como por cuenta propia en las mismas condiciones que los españoles. Ello quiere decir que los ciudadanos europeos y los familiares que convivan con ellos con independencia de su nacionalidad podrán ejercer cualquier tipo de actividad, tanto por cuenta propia como por cuenta ajena, en España sin temor a ser discriminados por razón de su nacionalidad.

			Ahora bien, ello será así salvo en el acceso al empleo público, en tanto que la jurisprudencia comunitaria ha dictaminado que puede negarse el acceso al mismo cuando las tareas a desempeñar impliquen el ejercicio de la autoridad pública, es decir, cuando se trate de un trabajo que implique la participación en el poder público o en la tutela de los intereses generales del Estado25, no, por el contrario, cuando se trate de actividades como la investigación, la docencia, la asistencia sanitaria, etc. Esta doctrina ha sido recogida, en España, por el artículo 57 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, en el que se reconoce a los ciudadanos no españoles el derecho a acceder como funcionarios y personal laboral en los siguientes términos.

			Así, por lo que se refiere al acceso al empleo público como personal funcionario, este derecho se reconoce a:

			a) Los nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea y del Espacio Económico Europeo.

			b) Cualquiera que sea su nacionalidad, al cónyuge de los españoles y de los nacionales de otros Estados miembros de la Unión Europea, siempre que no estén separados de derecho y a sus descendientes y a los de su cónyuge siempre que no estén separados de derecho, sean menores de veintiún años o mayores de dicha edad dependientes.

			c) Las personas incluidas en el ámbito de aplicación de los Tratados Internacionales celebrados por la Unión Europea y ratificados por España en los que sea de aplicación la libre circulación de trabajadores.

			Por otro lado, en cuanto al acceso al empleo público como personal laboral, aquí no existen restricciones, en tanto que podrán desempeñar tales puestos tanto los ciudadanos anteriormente referidos como los extranjeros no europeos que residan legalmente en España en igualdad de condiciones con los españoles.

			
VII. CUESTIONARIO

			1. El régimen comunitario de extranjería no sólo se aplica a los nacionales de los Estados miembros de la UE, a los nacionales de los Estados parte del EEE y a los nacionales de Suiza, sino también:

			a) A los familiares de los españoles y de los nacionales de Estados miembros de la UE, de otros Estados parte del EEE y de Suiza, cualquiera que sea su nacionalidad.

			b) A los familiares de los españoles y de los nacionales de Estados miembros de la UE, de otros Estados parte del EEE y de Suiza, siempre y cuando aquéllos ostenten la nacionalidad de cualquiera de estos países.

			c) No se aplica a los familiares.

			2. ¿A quién no se aplica de forma directa el RD 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la UE?

			a) Ciudadanos de Suiza y del EEE.

			b) Cónyuge de un ciudadano de la UE, siempre que no hubiera recaído declaración de nulidad del matrimonio o divorcio.

			c) Pareja de hecho de un ciudadano de la UE que no esté inscrita en un registro público.

			d) Descendiente directo de un ciudadano de la UE menor de veintiún años.

			3. A los ciudadanos comunitarios no se les exige, para trabajar en España, autorización administrativa para trabajar.

			a) Verdadero.

			b) Falso.

			4. De entre los que se enumeran, ¿qué derecho no está comprendido en la libertad de circulación de la que disfrutan los ciudadanos europeos?

			a) Derecho a responder ofertas de trabajo de cualquier país europeo.

			b) Derecho a circular libremente por el territorio europeo.

			c) Derecho a ejercer cualquier tipo de empleo en la función pública.

			d) Derecho, en determinadas condiciones, a permanecer en el territorio de un Estado miembro después de haber ejercido en él un empleo.

			5. Los nacionales de Estados miembros de la UE o de otro Estado parte del EEE podrán residir en España por un período superior a tres meses:

			a) Sin necesidad de cumplir requisito alguno.

			b) Si solicitan una tarjeta de residencia.

			c) Si solicitan personalmente su inscripción en el Registro Central de extranjeros.

			6. Los familiares de ciudadanos de Estados miembros de la UE o de otro Estado parte del EEE podrán residir en España, con independencia de su nacionalidad, por un período superior a tres meses:

			a) Sin necesidad de cumplir requisito alguno.

			b) Si solicitan una tarjeta de residencia de familiar de ciudadano de la Unión.

			c) Si solicitan una autorización de residencia y trabajo.

			7. ¿Cuál/es de las siguientes afirmaciones son falsas?

			a) Los ciudadanos europeos y sus familiares con independencia de su nacionalidad pueden acceder libremente a cualquier trabajo por cuenta ajena o propia.

			b) Los ciudadanos europeos y sus familiares con independencia de su nacionalidad en sus trabajos en España no podrán ser objeto de discriminación en sus condiciones de trabajo.

			c) Un ciudadano europeo residente en España nunca podrá ser expulsado del país.

			d) En determinadas condiciones, puede adquirirse la condición de residente permanente si no han pasado aún los cinco años pertinentes para ello.

			e) Un familiar de un ciudadano europeo necesita, para entrar en España, poseer el pasaporte en vigor.

			f) El RD 240/2007, de 16 de febrero, no se aplica a la pareja de hecho del ciudadano europeo.

			8. Se podrá solicitar la aplicación de las disposiciones del RD 240/2007 para el tío jamaicano de un ciudadano europeo siempre que:

			a) Haya convivido con el ciudadano europeo en Jamaica durante, al menos, doce meses.

			b) Haya convivido con el ciudadano europeo en Jamaica durante, al menos, veinticuatro meses.

			c) Haya convivido con el ciudadano europeo en Jamaica durante, al menos, tres años.

			9. De acuerdo con lo dispuesto en el RD 240/2007, se puede residir en España sin trabajar en el país siempre que:

			a) Bastará con acreditar estar en disposición de recursos suficientes para no convertirse en una carga para la asistencia social en España. Ello quedará probado con la tenencia de recursos económicos que sean superiores al importe que da derecho a obtener una prestación contributiva en España.

			b) Bastará con poseer un seguro de enfermedad que cubra todos los riesgos en España.

			c) Será necesario cumplir con las dos formalidades anteriores.

			d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

			10. El fallecimiento del ciudadano europeo no determina per se la pérdida del derecho de residencia para sus familiares.

			a) Verdadero.

			b) Falso.

			
VIII. CASO PRÁCTICO

			1. Carla Bélanger, de nacionalidad francesa, conoce durante su estancia en Marruecos a Abdul Hassal, nacional de ese país. Tras dos años de noviazgo, la pareja decide entrar en España después para contraer matrimonio civil en el país y establecerse en Madrid, ciudad en la que Carla se compra una casa y comienza a trabajar como agente inmobiliaria. Abdul, por su parte, intenta probar suerte en el sector de la construcción como peón albañil, pero sin resultado, pues su comportamiento en el trabajo es bastante reprobable. Años después, sin prestación alguna por parte del Estado, comienza a cometer pequeños hurtos sin violencia que le hacen ser detenido por la Policía en varias ocasiones. No obstante, habida cuenta de la escasa cuantía económica sustraída, siempre es puesto en libertad tras un juicio rápido y multas de uno a tres meses. Carla, que es consciente de esta situación, toma la decisión de hacer las maletas e irse a vivir un tiempo con su madre a Barcelona y le pide a Abdul que recoja sus cosas del piso de Madrid y se marche. Abdul le pide que recapacite y que le deje, al menos, seguir residiendo en el domicilio conyugal porque no tiene otro sitio donde ir, pero ella se niega en rotundo. Meses después de que Carla se marchase, Abdul es detenido por la policía por falsificación de documentos y robo con violencia de dos automóviles en una gasolinera de alrededores de Palencia. Se le abre de inmediato expediente de expulsión, alegando que constituye una amenaza real, actual y suficientemente grave que afecta a un interés fundamental de la sociedad. No consta que en el momento de la detención Abdul estuviera trabajando.

			a) ¿Por qué normativa se regirán Carla y Abdul para entrar, establecerse y residir en España?

			b) ¿Qué trámites deberá realizar Carla para entrar en España? ¿Y Abdul?

			c) ¿Necesitará Abdul visado? Si desea trabajar, ¿necesitará obtener una autorización administrativa de residencia y trabajo? Razone la respuesta.

			d) ¿Cree procedente y proporcionado el expediente de expulsión o podrían existir motivos bastantes para oponerse al mismo? Razone la respuesta.

			
				
					1 Los veintiocho países miembros de la Unión Europea son los siguientes: Alemania, Austria, Bélgica, Bulgaria, Chequia, Chipre, Croacia, Dinamarca, Eslovaquia, Eslovenia, España, Estonia, Finlandia, Francia, Grecia, Hungría, Irlanda, Italia, Letonia, Lituania, Luxemburgo, Malta, Países Bajos, Polonia, Portugal, Rumanía y Suecia. Reino Unido salió de la Unión Europea en fecha de 31 de enero de 2020. Durante el período transitorio, seguirá acatando las normas europeas, pero en fecha 1 de enero de 2021 comenzará una nueva relación con la UE que habrá que ver cómo se desarrolla. Lo que se negocie, indudablemente, afectará a los derechos laborales y de Seguridad Social de los ciudadanos ingleses cuando viajen por territorio europeo y de los ciudadanos europeos cuando decidan viajar, residir o trabajar en Reino Unido. Por lo demás, hay que tener en cuenta también a los países del Espacio Económico Europeo, Noruega, Islandia y Liechtenstein, pues en ellos se aplican también las disposiciones legislativas de la Unión relativas al mercado interior.

				

				
					2 Complementada por la Directiva 2014/54/UE, de 16 de abril, sobre medidas para facilitar el ejercicio de los derechos conferidos a los trabajadores en el contexto de la libre circulación de los trabajadores. Esta norma contiene disposiciones que pretenden facilitar la aplicación uniforme y el cumplimiento en la práctica de los derechos relacionados con la libre circulación de trabajadores (art. 45 TFUE).

				

				
					3 Cuyo texto puede leerse en https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:02004L0038-20110616

				

				
					4 Disponible en https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2007-4184&p=20151109&tn=2

				

				
					5 Obsérvese que el significado de las palabras «acompañen» o «reúnan» abarca un panorama muy amplio, dando cobertura así a los siguientes supuestos: 1) familiares que «acompañan» al ciudadano europeo cuando viene a residir a España o se «reúnen» con él en España; 2) familiares extranjeros del español que le «acompañan» a su regreso a España, procedentes todos del Estado europeo de acogida; y, 3) familiares extranjeros que se «reúnen» en España con el ciudadano español residente en España y que no ha ejercido el derecho de libre circulación por el Espacio Común Europeo. Por lo tanto, se podrá aplicar también el Real Decreto 240/2007 a la reagrupación de familiares extranjeros (cualquiera que sea su nacionalidad) de españoles, hayan, o no, hecho uso estos ciudadanos españoles de su derecho a la libre circulación y residencia por el Espacio Común Europeo. Sobre ello, vid. STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 18 de julio de 2017 (Rec. n.º 298/2016).

				

				
					6 Como la norma no distingue, debe entenderse que el cónyuge puede ser del mismo o de distinto sexo.

				

				
					7 Como se observa, sólo se prevé la tenencia del documento, no su presentación, que supondría una obligación extra que la norma no contempla.

				

				
					8 Que, por regla general, serán las que no faciliten el acceso al mercado laboral, dándose cabida aquí a prestaciones económicas situadas en el más estricto ámbito de la asistencia social o, en su caso, a prestaciones de naturaleza no contributiva y carácter mixto entre Seguridad Social y asistencia social. O, dicho de otro modo, las prestaciones económicas no contributivas que se abonan para garantizar la subsistencia de personas necesitadas y que se financian vía impuestos. Sobre ello, vid. SSTJUE de 25 de febrero de 2016, caso García-Nieto, de 15 de septiembre de 2015, caso Alimanovic y de 11 de noviembre de 2014, caso Dano. No obstante, la STJUE de 14 de junio de 2016 va un paso más allá y también permite la exclusión por los Estados miembros de determinadas prestaciones propias del campo de la Seguridad Social (en concreto, prestaciones familiares).

				

				
					9 Que debe complementarse con indicaciones que facilita la Orden PRE/1.490/2012, de 9 de julio, por la que se dictan normas para la aplicación del artículo 7 del Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo.

				

				
					10 Los trabajadores por cuenta ajena deberán aportar una declaración de contratación del empleador o un certificado de empleo. Estos documentos deberán incluir, al menos, los datos relativos al nombre y dirección de la empresa, identificación fiscal y código cuenta de cotización [art. 3.2.a) OM 1490/2012].

				

				
					11 Los trabajadores por cuenta propia deberán aportar una prueba de que trabajan por cuenta propia. En todo caso, se admitirá la inscripción en el Censo de Actividades Económicas o la justificación de su establecimiento mediante la inscripción en el Registro Mercantil o el documento de alta o situación asimilada al alta en el régimen correspondiente de la Seguridad Social [art. 3.2.b) OM 1490/2012].

				

				
					12 Mantiene la condición de trabajador un ciudadano de otro Estado miembro de la Unión que, tras sus doce primeros meses de ejercicio del derecho a la libre circulación, llega al Estado miembro de acogida y trabaja, en virtud de un contrato de duración indefinida, durante un período de dos semanas por las cuales recibe una retribución y, a continuación, queda involuntariamente en paro. Siendo ello así, tiene derecho a percibir prestaciones de asistencia social o, en su caso, prestaciones de Seguridad Social en las mismas condiciones que si fuera un ciudadano residente en el Estado miembro de acogida. Y es que, según la STJUE de 11 de abril de 2019, el derecho a permanecer en el Estado miembro de acogida durante un período no inferior a seis meses es de aplicación «en todas las situaciones en las que un trabajador se haya visto obligado, por razones ajenas a su voluntad, a detener su actividad en el Estado miembro de acogida antes de que transcurra un año, cualesquiera que sean la naturaleza de la actividad y el tipo de contrato de trabajo celebrado a tal efecto, es decir, haya ejercido una actividad por cuenta ajena o por cuenta propia y haya celebrado un contrato de duración determinada de una duración superior a un año, un contrato indefinido o cualquier otro tipo de contrato». Pasados los seis meses que marca la norma, se deja de ostentar la calificación de «trabajador», pudiéndose denegar si se ejercita entonces la libre circulación para trasladarse a otro país de la Unión para buscar empleo determinadas prestaciones, las ya mencionadas de asistencia social o ayudas de manutención (STJUE de 15 de septiembre de 2015, caso Alimanovic).

				

				
					13 La acreditación de la posesión de recursos suficientes se efectuará por cualquier medio de prueba admitido en Derecho, tales como títulos de propiedad, cheques certificados, documentación justificativa de obtención de rentas de capital o tarjetas de crédito, aportando en este último supuesto una certificación bancaria actualizada que acredite la cantidad disponible como crédito de la citada tarjeta. La valoración de la suficiencia de medios económicos se efectuará de manera individualizada y, en todo caso, teniendo en cuenta la situación personal y familiar del solicitante. Se considerará acreditación suficiente para el cumplimiento de este requisito la tenencia de recursos que sean superiores al importe que cada año fije la Ley de Presupuestos Generales del Estado para generar el derecho a recibir una prestación no contributiva [art. 3.2.c).2.º OM 1490/2012].

				

				
					14 Se entiende que los pensionistas cumplen con esta condición si acreditan, mediante la certificación correspondiente, que tienen derecho a la asistencia sanitaria con cargo al Estado por el que perciben su pensión [art. 3.2.c).1.º OM 1490/2012].

				

				
					15 La STS, Sala de lo Social, de 13 de mayo de 2019 (Rec. n.º 1068/2019) concluye, a estos efectos, que la concesión de la tarjeta de residencia temporal de familiar de ciudadano de la Unión, como madre reagrupada, no implica el derecho automático a la asistencia sanitaria en España con cargo a fondos públicos. Y ello en tanto que esa asistencia ya debe ser cubierta por el reagrupante que, por imperativo legal, tiene que suscribir obligatoriamente un seguro que cubra tal contingencia por ser requisito imprescindible para ser titular del derecho a residir por tiempo superior a tres meses en España y con permanencia durante todo el tiempo que el reagrupado se encuentre en territorio nacional.

				

				
					16 Se estima cumplida esta condición si el estudiante cuenta con una tarjeta sanitaria europea con un período de validez que cubra todo el período de residencia y que le habilite para recibir, exclusivamente, las prestaciones sanitarias que sean necesarias desde un punto de vista médico [art. 3.2.d).2.º OM 1490/2012].

				

				
					17 La participación en programas de la Unión Europea que favorecen intercambios educativos para estudiantes y profesores se considerará acreditación suficiente para el cumplimiento de todos los requisitos enunciados [art. 3.2.d), in fine OM 1490/2012].

				

				
					18 Así, el artículo 8.3 RD 240/2007 dispone que se deberá presentar, junto a la solicitud y al pasaporte válido y en vigor, documentación acreditativa, en su caso debidamente traducida y apostillada o legalizada, de la existencia del vínculo familiar, matrimonio o unión registrada que otorga derecho a la tarjeta, certificado de registro del familiar ciudadano europeo al que acompañan o con el que van a reunirse y, en su caso, documentación acreditativa de que el solicitante de la tarjeta vive a cargo del ciudadano europeo del que es familiar.

				

				
					19 En los tres casos enunciados, la condición de duración de residencia no se exigirá si el cónyuge o pareja registrada del trabajador es ciudadano español o ha perdido su nacionalidad española tras su matrimonio o inscripción como pareja registrada con el trabajador.

				

				
					20 En los cuatro casos enunciados, los períodos de desempleo involuntario, debidamente justificados por el servicio público de empleo competente, los períodos de suspensión de la actividad por razones ajenas a la voluntad del interesado, y las ausencias del puesto de trabajo o las bajas por enfermedad o accidente se considerarán como períodos de empleo.

				

				
					21 Completado por los artículos 16 a 18 RD 240/2007 que establecen una serie de garantías procesales cuando la medida adoptada haya sido la expulsión del territorio nacional.

				

				
					22 Tan sólo pueden motivar la aplicación de las medidas las dolencias o enfermedades con potencial epidémico o que estén declaradas infecciosas o contagiosas por la legislación española, con alguna restricción temporal además. Con todo, las enfermedades que sobrevengan tras los tres primeros meses siguientes a la fecha de llegada del interesado, no podrán justificar la expulsión de territorio español. Y, en los casos individuales en los que existan indicios graves que lo justifiquen, podrá someterse a la persona, en los tres meses siguientes a la fecha de su llegada a España, a un reconocimiento médico gratuito para que se certifique que no padece ninguna de las enfermedades antes mencionadas.

				

				
					23 Medida que, obviamente, tendrá sus consecuencias sobre la continuidad de la residencia del interesado en España, que se verá interrumpida por cualquier resolución de expulsión ejecutada válidamente en este sentido.

				

				
					24 Con todo, la norma tiene un marcado carácter garantista y prevé que dicha solicitud podrá ser presentada incluso transcurridos tres años desde la ejecución de la decisión de prohibición de entrada en España.

				

				
					25 Así, por ejemplo, un ciudadano europeo no podrá acceder a oposiciones de juez, fiscal, secretario judicial, abogado del Estado, letrado de la Seguridad Social, etc. Excepción ésta que sólo podrá levantarse por ley de las Cortes Generales o de las asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas.
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